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PRESENTACIÓN


Para el Departamento de Derecho de las Telecomunicaciones de la Universidad Externado de Colombia es un placer ofrecer a la comunidad académica la colección titulada Serie de Derecho de Telecomunicaciones y TIC, cuyo objetivo es el de exponer diversas temáticas que se presentan en el sector, desde una aproximación académica, con el fin de que estas contribuciones se conviertan en referentes de análisis, especialmente los relacionados con política pública y regulatoria para el país, atendiendo que los estudios que harán parte de la colección contarán con aproximaciones desde el derecho comparado relevantes para comprender el porqué de las intervenciones, o no, en este sector.


Esta colección adicionalmente busca que los mejores trabajos de monografía de la maestría adscrita al departamento hagan parte de esta importante colección.


Es por esta razón que la colección inicia con el trabajo de monografía titulado Régimen jurídico de la unidad administrativa especial dentro de la organización del Estado y su incidencia en el regulador de las comunicaciones, realizado por el estudiante Efraín Armando López Amarís del programa de Maestría en Derecho del Estado con énfasis en Regulación y Gestión en Telecomunicaciones de la promoción 2018-2020.


En este estudio se analiza por parte del magíster el origen de la función de regulación y sus rasgos característicos y el porqué de las comisiones de regulación, su naturaleza y si la última reforma introducida por la Ley 1978 de 2019, por medio de la cual se crea un regulador convergente para el sector de las telecomunicaciones en Colombia, cumple con los requisitos formales y estructurales de una verdadera autoridad independiente, y de no serlo, cuáles serían las reformas o instrumentos para contar con una autoridad independiente y autónoma de las decisiones tanto del Ejecutivo como del sector empresarial para el sector de las TIC y de esta manera dar cumplimiento efectivo a las recomendaciones de la OCDE sobre este particular.


Sandra Milena Ortiz Laverde
Directora
Departamento de Derecho de las Telecomunicaciones




INTRODUCCIÓN


Con la liberalización de los servicios públicos traída por la Constitución Política de 1991, siguiendo a Montaña1, Colombia adoptó un nuevo esquema del mercado, caracterizado por las libertades de entrada, de empresa y de competencia, donde los privados interesados en actuar en el mercado no necesitarían de títulos habilitantes para proceder a prestar sus servicios; igualmente, las entidades estatales podrían ser un agente más del mercado. El nuevo esquema por el que optó la carta política, a su vez centró en cabeza del Estado asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos por medio de la regulación, control y vigilancia.


El proceso de apertura de los mercados, que, según Chevallier2, también aconteció en Europa, fue el motor que impulsó la creación de las autoridades administrativas independientes, en nuestro país llamadas “órganos reguladores”. El nuevo modelo económico donde confluirían agentes públicos y privados tornó necesaria la actividad de regulación para garantizar la competencia; pero dicha actividad, al ejercerse también sobre agentes públicos, en teoría debía ser independiente de los organismos del Estado para garantizar su imparcialidad e impermeabilidad.


Fue mediante la Ley 72 de 1989 y el Decreto 1900 de 1990 que la función de regulación del sector de las comunicaciones le fue asignada al Gobierno nacional por medio del otrora Ministerio de Comunicaciones. De lo anterior se colige que la institución de la actividad de regulación no fue de estirpe constitucional; en cambio, los órganos reguladores sí fueron instituciones desarrolladas durante la vigencia de la nueva ley superior, ya que siguiendo la orden del artículo 365, en el que se señaló como tarea del Estado mantener la regulación de los servicios públicos, se expidió el Decreto 2122 de 1992 que creó la primera Comisión de Regulación de las Telecomunicaciones, bajo la institución administrativa de “unidad administrativa especial” sin personería jurídica que formaba parte del Ministerio de Comunicaciones.


Más tarde, la Ley 142 de 1994 derogó la primera CRT, creando una nueva Comisión de Regulación de las Telecomunicaciones, otorgándole características que le permitían acercarse más a la concepción de una autoridad de regulación, como la independencia administrativa, técnica y patrimonial. Sin embargo, continuó sin personería jurídica y siendo parte del Ministerio de las Comunicaciones.


Acercándose a nuestros días, el legislador tomó la decisión de excluir los servicios de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –a excepción de los servicios de televisión y postales– del régimen de servicios públicos de la Ley 142 de 1994, y creó la Ley 1341 de 2009. A pesar de tratarse de un nuevo régimen para las TIC, el órgano regulador continuó bajo la figura de unidad administrativa especial, solo que esta vez cambió su nombre a Comisión de Regulación de “Comunicaciones”.


Por último, en cuanto a cambios normativos se refiere, el 25 de julio de 2019 fue expedida la Ley 1987 “Por la cual se moderniza el Sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC), se distribuyen competencias, se crea un Regulador Único y se dictan otras disposiciones”, donde se efectuaron cambios en la organización y la competencia de la CRC.


La Ley 1978 de 2019 trajo consigo, entre otras, modificaciones en cuanto a la naturaleza de la CRC, pues ahora tiene personería jurídica; dividió al regulador de las comunicaciones en dos sesiones, una de contenidos audiovisuales y otra de comunicaciones; modificó la estructura de los comisionados en lo relacionado con quiénes serán y el método de escogencia, y adoptó nuevas funciones.


Lo que el presente estudio pretende analizar es la autonomía estatutaria y la independencia funcional de la CRC para ejercer sus funciones como regulador, enmarcada en una unidad administrativa especial. Si bien este tema ha sido ampliamente agotado por la literatura jurídica, son pocos o nulos los estudios de fondo adelantados sobre la nueva estructura impuesta por la Ley 1978 de 2019, por lo que se considera que esta investigación podría realizar un nuevo aporte a la academia.


La cuestión jurídica, de forma sintética, se podría concentrar en determinar si la estructura organizativa de la CRC dentro de la Administración pública le permite ejercer sus funciones de regulador de forma óptima, independiente y autónoma; y, en caso de que se resuelva negativamente el interrogante, pasar de la simple identificación de una problemática a realizar una propuesta de mejora, que podría ser mediante una reestructuración orgánica y la eliminación o modificación de atributos legales, para que el documento adquiera un carácter propositivo.


Por lo antedicho, el presente documento se circunscribirá a tres capítulos. En el primero se expondrá el estado del arte de la actividad de regulación, pasando por sus elementos histórico, semántico, económico, jurídico y de otras áreas del conocimiento, para luego abstraer una definición que funcione como norte para el desarrollo de la investigación; luego se examinará la génesis de la actividad de regulación de comunicaciones, hasta llegar al panorama actual; y, para finalizar, se realizará un acercamiento somero a los entes regulatorios de las comunicaciones en los regímenes anglosajón y francés, por ser referentes internacionales y presentar contrastes en sus tradiciones jurídicas; el primero, por haber pasado de un Estado empresario a uno regulador-supervisor y, el segundo, por haber mutado de una diversidad de organismos reguladores de comunicaciones a uno convergente.


Después, realizado el contexto sobre el regulador de las comunicaciones, en el capítulo II se entrará a delimitar tres aspectos de la Comisión de Regulación de Comunicaciones que podrían afectar su independencia y autonomía. El primero, referido a su encuadramiento como unidad administrativa especial, órgano de la administración de naturaleza excepcional que, posiblemente, persigue finalidades diferentes a las de los organismos reguladores; el segundo, sobre la presunta atadura de las unidades administrativas especiales (UAE) a la Rama Ejecutiva del poder público, para lo cual se ejecutará un acercamiento a los conceptos de vinculación y adscripción; y el tercero, relacionado con los atributos legales de la CRC, para lo que se efectuará una aproximación a cada uno de ellos, a efectos de identificar si impiden que la Comisión sea autónoma e independiente.


Por último, el capítulo III se encargará de realizar dos precisiones macro que, posiblemente, impiden el ejercicio de regulación del mercado de comunicaciones independiente funcionalmente, y autónoma estatutariamente.


La primera, relacionada con la ubicación de la CRC dentro de la Administración pública y en el interior de la Rama Ejecutiva, lo que podría generar una permeabilidad política en cabeza del jefe de gobierno; y la segunda, relativa a la composición y elección de los comisionados, donde también se aproxima a una teoría de presunta captura tanto del sector regulado, en la Sesión de Comisión de Contenidos Audiovisuales por la elección directa que realizan los operadores regionales de televisión, como del Estado, en la Sesión de Comisión de Comunicaciones, por la presencia del ministro de TIC y del designado directo del presidente de la República.


A su turno, también se aborda un posible riesgo de captura en la elección por concurso de méritos de los restantes dos comisionados de la Sesión de Comisión de Contenidos Audiovisuales, puesto que la universidad que realiza el concurso es escogida sin criterios objetivos, lo cual lindaría en la arbitrariedad, por parte del Ministerio de Educación Nacional; y, en similar sentido, el concurso para la elección de los otros tres comisionados de la Sesión de Comisión de Comunicaciones es realizado por un órgano del sector central de la Rama Ejecutiva, el DAFP.


Y en la parte final del capítulo III, luego de identificar las presuntas falencias que impiden ejercer una actividad de regulación independiente y autónoma a la CRC, se lanzará una propuesta de mejora al panorama actual, por conducto de la reestructuración del regulador de las comunicaciones en un organismo prescrito por el constituyente: la agencia, dotándola de un régimen normativo propio que procurará solventar todos los factores que, probablemente, afectan la independencia funcional y la autonomía estatutaria.




I. LA ACTIVIDAD DE REGULACIÓN: UNA FORMA DE INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA TRASLADADA AL ESCENARIO JURÍDICO


En este primer capítulo se contextualizará sobre la actividad de regulación, para lo cual se abordará un estudio histórico del concepto de regulación, pasando por sus concepciones económicas y jurídicas; posteriormente, se desarrollará una evaluación sobre la actividad de regulación de las comunicaciones desde la perspectiva orgánica con miras a examinar la estructura de la Comisión de Regulación de las Comunicaciones; a manera de cierre, examinado el contexto nacional, se echará un vistazo al estado actual del regulador de las comunicaciones en Francia e Inglaterra, dado que son referentes internacionales por las particularidades de sus sistemas jurídicos.


A. ELEMENTOS HISTÓRICOS DEL CONCEPTO DE “REGULACIÓN” EN CLAVE CON LOS ATRIBUTOS DE INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA DEL REGULADOR


Para abordar el estudio de un fenómeno, se debe conocer su origen; por esta razón, este primer acápite indagará sobre los aspectos históricos que rodean al concepto de “regulación” para que, una vez se tenga una noción del término, el análisis se pueda conjugar con los atributos de independencia y autonomía; en ese sentido, se abordarán las conceptualizaciones semánticas, descifrando su significado lingüístico; históricas, rastreando la geografía de origen; académicas, acudiendo a la doctrina; y jurisprudenciales, pesquisando los desarrollos que han realizado las altas cortes colombianas. Lo anterior dejará al descubierto la transmutación, de otras ciencias a las ciencias jurídicas, del concepto de regulación.


Concluido lo anterior, se pasará a analizar los conceptos de autonomía e independencia desde la óptica semántica, histórica y doctrinal, como elementos característicos que revisten a la regulación. Una vez se tengan definidos estos conceptos, se enlazarán con la definición de regulación, como los factores mínimos que deben contener los organismos regulatorios para ejercer de forma idónea sus competencias.


En el derecho contemporáneo, el concepto de “regulación” se ha venido normalizando al punto de tornarlo indeterminado o incierto semánticamente3. A su vez, este término muta su definición y alcance de acuerdo con la realidad económica y sociopolítica del espacio temporal donde se emplee. Algunos autores asocian la regulación a un conjunto de normas, otros la visualizan como el ejercicio de la actividad administrativa de intervención del Estado sobre la economía, mientras que otra parte de la literatura la relaciona más específicamente con fallas del mercado4.


En su componente semántico, regulación es la acción y efecto del verbo “regular” cuya etimología, según el Diccionario de la lengua española5, proviene del latín tardío “regulāre”, traducido como “determinar las reglas o normas”; este mismo diccionario aporta definiciones diferentes en cinco acepciones de las cuales resaltan: “2. tr. Ajustar, reglar o poner en orden algo. Regular el tráfico”; “3. tr. Ajustar el funcionamiento de un sistema a determinados fines”; “4. tr. Determinar las reglas o normas a que debe ajustarse alguien o algo”; y “5. tr. econ. reajustar (|| aumentar o disminuir coyunturalmente). Regular las tarifas, los gastos, la plantilla de empleados”.


Como verbos rectores relevantes de las definiciones precitadas se pueden abstraer ajustar, reglar y reajustar que permiten inclinarnos por una actividad que busca corregir, moderar o llevar algo al estado que se desea. Por su parte, el Diccionario del español jurídico define “regulación” de forma específica enmarcándola en el ámbito del derecho administrativo así: “Adm. [derecho administrativo] Función pública encomendada a órganos de la administración directa o a comisiones o agencias independientes, que comprende la aprobación de normas relativas a mercados, especialmente para asegurar la libre competencia y la adopción, en su caso, de las medidas correctoras que procedan, incluida la imposición de sanciones”6. Como se observa de la definición jurídica, brinda un acercamiento a la actividad que ejercen las administraciones, comisiones o agencias independientes para corregir comportamientos del mercado.


Por su parte, con el propósito de aproximarse a las ciencias que dieron origen a este concepto, algunos autores mencionan que la “regulación” proviene de las ciencias sociales con epicentro en las ciencias económicas, financieras y de administración privada7. Sin embargo, la tesis de Perdomo8 sugiere que este concepto tiene sus orígenes en la física, la química, la cibernética, la politología y la biología, mientras que para Guinard-Hernández deviene de la mecánica9.


En lo que a su componente histórico-geográfico se refiere, es posible afirmar que la regulación surgió en latitudes que se vieron enfrentadas a diversas problemáticas generadas por la economía de mercado. Así, en los Estados Unidos de América la economía pura de mercado del siglo XIX10 generó fallos de mercado como las prácticas monopolísticas y restrictivas de la competencia, las cuales obligaron al Estado a “reajustar” y regular, con su intervención, el mercado. Esta postura es apoyada por De la Torre:




Cuando la gran tesis de la mano invisible del mercado y del marginamiento del Estado en la actividad económica se pone en entredicho como consecuencia del claro fracaso de los mercados por sí solos, surge la necesidad de reconocerle al Estado un nuevo papel en la economía. El Estado debe intervenir en los mercados para su eficiencia ante las numerosas y profundas fallas del mercado11.





En igual sentido, el continente europeo, en palabras de Di Plinio, citado por Montaña12, pasó por tres etapas que repercutieron en la aplicación de la regulación. Un primer momento identificado con la máxima laisser faire et laisser passer, liberal, donde el Estado le entregó a los particulares parte de las tareas que antes asumía para mitigar la desconfianza de lo “público” producto del periodo posrevoluciones; una segunda etapa en la que el Estado toma medidas frente a las desigualdades producto del esquema estatal anterior y realiza una intervención en la economía; y, finalmente, sobrevino un tercer momento acaecido por la excesiva intervención estatal y sus precarios resultados. Es en esta tercera etapa que tiene lugar el Estado demoliberal13 que se abre a una economía de libre mercado y competencia, pero con la facultad estatal de intervenir ante fallas del mercado, a título de “regulación”. La desconfianza frente a lo público en este escenario se ha disipado, mientras que la desconfianza frente al papel del Estado administrador aumentó. De este modo, la regulación entra, según bien lo sostiene Montaña, como un medio para alcanzar los fines esenciales del Estado.


Fue en esta tercera etapa surtida en el continente europeo cuando el concepto de regulación pasó de usarse en un escenario netamente económico a uno más acercado a la ciencia jurídica, en tanto se perfilaron como objetivos los fines esenciales del Estado, dentro de los que se encuentran las finalidades no económicas14.


Es clave esclarecer que en ninguna de las etapas previamente descritas se dio una no intervención del Estado en la economía; afirmar esto sería un desatino. Thomas Malthus, referenciado por Vergara15, señala:




Hay una causa que obliga por completo a intervenir a cualquier gobierno, poniendo fin así a la mera posibilidad de permanecer al margen. Se trata de la necesidad de recaudar impuestos [...] los impuestos no pueden, por la naturaleza de las cosas, recaudarse sin interferir con la industria y la riqueza privadas.





Es así como, a la vista de uno de los economistas clásicos, es prácticamente desacertado concebir una no intervención en un Estado que impone cargas tributarias a sus asociados, pues ello es una forma de intervención.


Más cerca de nuestros días, la Corte Constitucional colombiana le ha dado también un alcance jurídico a la actividad de regulación. Así, en Sentencia C-150 de 2003[16] entra a realizar una delimitación partiendo del método deductivo, el cual inicia con una exposición lato sensu y concluye con definiciones más precisas sobre regulación:




En un sentido amplio, todas las decisiones del Estado respecto del funcionamiento de la economía y la organización de la sociedad constituyen una forma de regulación económica y social. Así, el mercado económico no es un fenómeno natural sino que depende de que el Estado establezca una serie de instituciones básicas, como el derecho de propiedad, la libertad contractual y un sistema de responsabilidad contractual y extracontractual cuya efectividad obedece a que exista una administración de justicia y una policía administrativa capaces de hacer respetar tales instituciones. Sin dicha regulación general del Estado, el mercado económico no podría existir ni funcionar. En este orden de ideas, el Código Civil, por ejemplo, constituye una modalidad de regulación tanto de las condiciones básicas del mercado como de la organización social.





Para el alto tribunal constitucional, en un primer momento, la regulación es vista como una función que encierra todas las decisiones del Estado respecto del funcionamiento de la economía y la organización social.


Más adelante determina que las facultades de desarrollar e imponer normas que establezcan las reglas de juego en un sector particular, la realización de seguimiento, la recepción y revelación de información que incida en las expectativas de agentes económicos y la imposición de sanciones se enmarcan también en la función de regulación.


Una vez la Corte agota el concepto, entra a estudiar los fundamentos de la regulación y determina que va encaminada a la adopción de medidas de protección social (fines no económicos) y a la corrección de fallas del mercado (fines económicos). Posteriormente aduce que la función de regulación está fundada en la necesidad de encontrar y mantener un equilibrio, entre intereses legítimos contrapuestos en los contextos social y económico, tendiente satisfacer el interés general.


Finalmente, la sentencia menciona que la regulación está constitucionalmente orientada a alcanzar fines sociales y, de forma específica, finalidades como la redistribución y la solidaridad en el ámbito de los servicios públicos domiciliarios o el de acceso universal en todos los servicios (fines sociales).


A lo largo del fallo estudiado la regulación se desarrolla como “función”, pero en un aparte se hace alusión a la regulación como actividad, mas no se desarrollan por parte del órgano constitucional factores diferenciales entre “función” y “actividad”.


En concreción, para el máximo guardador de la Constitución la regulación es una función en cabeza del Estado dirigida a la satisfacción del interés general, dentro del cual se hallan fines económicos (corregir fallas del mercado) y sociales (no económicos). En estricto sentido, para la consecución de estos fines se cuenta con diferentes herramientas regulatorias, a saber: desarrollo normativo, imposición de sanciones y decisiones que carecen de efectos jurídicos como la recepción y revelación de información y la facultad de hacer seguimiento a comportamientos de agentes económicos.


En otro tanto, el Consejo de Estado colombiano17 al desglosar el concepto de regulación lo bifurcó en un sentido general, donde la regulación es sinónimo de la expedición de normas jurídicas por parte de las ramas legislativa y ejecutiva, y otro específico según el cual la regulación busca la corrección de fallas del mercado, alcanzar los fines del Estado y los principios sociales, así como garantizar la libre competencia, la prestación de servicios y la maximización del bienestar del usuario.


En este punto concluyó el órgano consultivo del gobierno que la regulación no se desenvuelve únicamente en el ámbito jurídico y no implica solo la promulgación de normas jurídicas, sino que involucra también la expedición de actos administrativos particulares, el reconocimiento de incentivos económicos, la inversión de recursos, la entrega de información, la expedición de autorización o permisos, seguimiento, imposición de tarifas y sanciones y otras medidas18.


Con suficiencia, en el siglo pasado diferentes economistas desarrollaron el concepto de regulación, pero, como se mencionó al principio, a la fecha no existe una acepción unívoca del término, en tanto encuentra variaciones según el momento histórico en que se desarrolle. Por ejemplo, en 1975 Richard Posner19 señaló que la regulación se trataba de impuestos, subsidios y tarifas; en cuanto para Gaspar Ariño (2008)20 la regulación aparece ante la presencia de fallos del mercado. De manera integradora, según Marcou y Moderne, citados por Campanelli, existe un denominador común al sinnúmero de características de la regulación: a) la realización y protección de derechos fundamentales, el servicio público, c) la protección de los consumidores y d) otros objetivos de interés general21.


Con lo expuesto en precedencia se demuestra la multiplicidad de definiciones, extensible, podría decirse, a cuantos doctrinantes la desarrollen.


Luego de este recorrido doctrinario y jurisprudencial, para los efectos de esta obra la regulación será entendida como la actividad22 a cargo del Estado para corregir comportamientos de los agentes del mercado en pro del interés general. La búsqueda de estos cambios tiene como fin la corrección de fallos del mercado y/o la materialización de los fines esenciales del Estado. Esta actividad, si bien no acude siempre a herramientas jurídicas, recurre como vehículo para su aplicación al Derecho23 en tanto la regulación, al ser aplicada por los agentes del Estado, se somete al principio de legalidad24.


Decantada la definición, surge otra cuestión relativa a las características que debe ostentar el órgano que desarrolle la actividad de regulación para que esta última sea eficaz. A esta incógnita se dará respuesta acudiendo a los atributos de autonomía e independencia, dejando claro que, además de estos atributos, una regulación eficaz y de calidad requiere, en palabras de Carvajal, de tres principios sustanciales, cuales son: necesidad (racionalizar el uso de la regulación y evaluar su pertinencia), principio del efectos económico y conductista (evaluar la finalidad de la regulación y anticipar sus efectos) y principio de coherencia (que la regulación se ajuste al bloque de legalidad y constitucionalidad y su implementación respete el debido proceso)25.


Desde la óptica semántica, “autonomía”, para el asunto que nos comporta, se define como la “2. f. Condición de quien, para ciertas cosas, no depende de nadie”26, y en el ámbito jurídico la Real Academia Española expone que es “La potestad de decidir la propia organización y ejercer funciones, públicas o privadas, sin más limitaciones que las establecidas en la constitución y las leyes”27.


La autonomía posiblemente provenga de la política y la filosofía, pero su polisemia y aplicación en diferentes ciencias y disciplinas hacen difícil declarar un origen y definición unívocos; esta tesis es apoyada por el Tribunal Constitucional Español28.


Esta característica ha sido concebida, entre otros autores, por Fernández Rojas como el criterio esencial que define a las autoridades administrativas francesas, en vista de que es el contrapeso de la indebida injerencia del gobierno en la administración; la autonomía ofrece independencia, neutralidad, credibilidad y sensibilidad socio-económica29.


En el caso norteamericano, Estados Unidos, a partir del caso Munn vs. People of Illinois fallado por el Tribunal Supremo en 1877, vio la necesidad de crear organismos dotados de autonomía, que fueran independientes de los intereses del gobierno para regular algunos sectores de la economía, como el de los servicios públicos, financieros, seguros y ferroviario; esto, habida cuenta de la complejidad técnica de las decisiones en dichos ámbitos30.


Tratándose de Francia, un aumento significativo de la autonomía de las entidades públicas se dio tras la superación de las crisis económicas, bélicas y sociales a finales de 1950, cuando el Estado cambió su perspectiva sobre los instrumentos de intervención política y administrativa31.


Mientras tanto, en Reino Unido la autonomía de las entidades se ha visto marcada por la influencia de las autoridades administrativas independientes de Europa. Aquí el atributo de autonomía se materializó en la creación de los quangos (previamente estudiados), que eran órganos con cierto grado de autonomía creados en el siglo XIX antes de la reforma del gobierno local32.


En la doctrina los vocablos autonomía e independencia en ocasiones se sinonimizan, pero también los autores les atribuyen diferencias. Para Mostacero33, la autonomía administrativa es la que posee un organismo para resolver los asuntos que le son propios, sin la intervención de otras entidades.


Mientras que Perdomo34 arguye que la autonomía estructural se diferencia de la independencia funcional porque la primera se refiere a los atributos estatutarios que sirven como instrumento para el ejercicio de sus funciones. Igualmente, señala que la autonomía encuentra relación directa con el fuero interno de la autoridad reguladora, y concluye con que la autonomía admite grados.


En este punto, pues, emerge que posiblemente existen elementos diferenciadores frente a los dos conceptos. En cuanto a la autonomía se puede predicar, a modo integrador, que consiste en las garantías con que se ha dotado a un órgano para tomar determinaciones. Es un factor endógeno relacionado con las competencias otorgadas legal o constitucionalmente.


En lo que se refiere a “independencia”, acudiendo nuevamente a la autoridad de la lengua española, obtenemos el significado de una cualidad o condición de “independiente” y por este último vocablo indica: “Adj. Que no tiene dependencia, que no depende de otro”35, y jurídicamente la independencia es definida como la “situación en que se encuentra el sujeto que no depende de otro”36.


La independencia, según Vignolo37, supone el rompimiento de la relación de instrumentalidad dirigida a la neutralización política de una determinada actividad administrativa, pero que en forma ninguna va encaminada hacia una autoadministración.
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